

[image: cover.jpg]




[image: img1.png]




[image: img2.png]






Renovadas formas de hacer oposición / Editores académicos: Freddy Cante y Beatriz Franco Cuervo. —Bogotá: Editorial Universidad del Rosario, 2013. Facultades de Ciencia Política y Gobierno, y de Relaciones Internacionales.


xiv, 338 páginas


ISBN: 978-958-738-421-5 (Rústica)


ISBN: 978-958-738-422-2 (Digital)


Crisis económica / Política fiscal / Política económica / Economía del trabajo / Pobreza / Terrorismo / Conflicto armado – Colombia / Guerrillas – Colombia / Derecho constitucional – Colombia / Derechos humanos - Colombia / Indígenas de Colombia – Situación jurídica / Indígenas de Colombia – Situación socioeconómica / Corte Interamericana de Derechos Humanos / I. Corte Interamericana de Derechos Humanos / II. Franco Cuervo, Beatriz / III. Título / IV. Serie.


323.47 SCDD20.


Catalogación en la fuente – Universidad del Rosario. Biblioteca


amv Noviembre 21 de 2013







[image: img3.png]




[image: img4.png]


Facultades de Ciencia Política y Gobierno 


y de Relaciones Internacionales


 


©  2014 Editorial Universidad del Rosario 


©  2014 Universidad del Rosario, Facultades 


de Ciencia Política y Gobierno, 


y de Relaciones Internacionales 


©  2014 Freddy Cante, Beatriz Franco Cuervo,


César A. Ferrari, Gustavo Caicedo Hinojos, 


Sandra Jimena Rodríguez Plazas, Enrique Ferrer 


Corredor, Tatiana Torres, Juan Gabriel Gómez 


Albarello, Luisa F. Trujillo P., Cristiano Morsolin, 


Ginneth Esmeralda Narváez Jaimes, Gabriel 


Becerra Y


Editorial Universidad del Rosario


Carrera 7 N° 12B-41, oficina 501 • Teléfono 297 02 00


http://editorial.urosario.edu.co


Primera edición: Bogotá D.C., enero de 2014


ISBN: 978-958-738-421-5 (rústica)


ISBN: 978-958-738-422-2 (digital)


Coordinación editorial: Editorial Universidad del Rosario


Corrección de estilo: Lina Morales


Diseño de cubierta: Lucelly Anaconas


Diagramación: Martha Echeverry


ePub por Hipertexto / www.hipertexto.com.co


 


Fecha de evaluación: 30 de octubre de 2013 


Fecha de aprobación: 05 de noviembre de 2013


Todos los derechos reservados. Esta obra no puede ser reproducida sin el permiso previo por escrito de la Editorial Universidad del Rosario.




Agradecimientos


Hace algunos años, cuando me regalaba tardes enteras para escuchar las historias de los cuenteros, escuché una inolvidable, que justo ahora debo rememorar. Narraba el cuentero que cierto día soleado amanecieron los habitantes de un reino con azúcar en sus labios, y solo descubrieron tan grata sensación aquellos que al despertar se besaron.


Junto a las personas que me han acompañado en la aventura de construcción de este texto, a quienes debo agradecer su receptividad para ofrecer reflexiones frescas y argumentaciones críticas acerca de la oposición política, hemos logrado construir una buena dosis de azúcar para millares de bocas sedientas de alguna dulzura. Es nuestra expectativa, con algo de pretensión, que este libro sea como azúcar para superar épocas amargas en donde la oposición política ha sido más bien escasa y de cuestionable calidad.


La concreción editorial de este proyecto no habría sido posible sin el persistente apoyo del decano Eduardo Barajas Sandoval y de Enver Joel Torregroza desde la dirección del Centro de Estudios Políticos e Internacionales, y sin la invaluable labor de los juiciosos editores de la Editorial de la Universidad del Rosario.


Freddy Cante





Capítulo 1


Renovadas formas de hacer oposición


Freddy Cante{*} y Beatriz Franco Cuervo{**}



Una introducción esquemática


En este capítulo introductorio y en el libro que el lector tiene en sus manos —Renovadas formas de hacer oposición- serán desarrollados los diversos puntos que apenas aparecen enunciados en la tabla 1.1.
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Las renovadas formas de hacer oposición han estado durante mucho tiempo en el escenario político. Nuestro papel consiste tan solo en ampliar los horizontes del lector e invitarle a una mirada renovadora tanto a los fines como a los medios de hacer oposición.



1.1 Libertad versus orden, o la oposición libertaria a las instituciones


En la devaluada simbología del escudo nacional de Colombia, aparece el lema “libertad y orden”, como si ambas cosas fuesen complementarias y no existiese entre estas una constante tensión o conflicto.


El orden extremado se relaciona con la convivencia plenamente pacífica y enteramente armónica. Son dos los pilares sobre los que descansa el orden social, a saber: i) la certidumbre: las relaciones sociales deben ser estables, regulares, previsibles y, aun, programables; ii) el consenso: debe existir algún lenguaje común, alguna moneda corriente. Sin algún grado de certidumbre, y sin unos acuerdos consensuados sobre fines (políticas públicas, resultados u estados sociales deseables, etc.) o al menos sobre medios (reglas del juego, constituciones), sería imposible una sociedad con algún grado de estabilidad y viabilidad.


La generación (o la construcción) y la permanencia de un orden social, cimentado en certidumbres y consensos, sería un asunto fácil (meramente administrativo y mecánico) si los seres humanos no tuviesen algunas prioridades (finalidades, sueños, anhelos) de carácter privado y personal (aunque no por ello asociales). Si los individuos fuesen homogéneos, uniformados, carentes de voluntad y búsquedas particulares y personales, entonces la única tarea importante sería la mecánica hechura de un orden social.


La libertad es, en muchos aspectos, opuesta al orden. Las siguientes son algunas de las principales características de la libertad: es un atributo de individuos (la libertad es individual), puesto que estos son heterogéneos y tienen finalidades propias o privadas que, frecuentemente, divergen de lo público; es un asunto de escogencia, si los individuos son libres, entonces sus preferencias o valores resultan de sus elecciones autónomas, propias y originales; es libre albedrío, en el sentido de que constituye una escogencia plena de incertidumbre (lo que decide un individuo libre no puede ser previsto, ni mucho menos programado o diseñado por otros); es una alteración al orden social y, por lo tanto, sinónimo de caos, rebeldía, divergencia, desobediencia y búsqueda de cambios radicales, gracias a la imaginación y a la capacidad para innovar.


La libertad es, de muchas maneras, subversiva, pues suele oponerse al ‘tú debes’ que se impone institucionalmente y clama por un ‘yo quiero’. En temas cruciales de consumo, relaciones sexuales y afectivas, crianza de los hijos, escogencias económicas y políticas, y, en fin, estilos de vida, existe un permanente conflicto entre los mandamientos institucionales y los deseos de los individuos.



1.2. El peso milenario del orden, o la gran dificultad de una oposición revolucionaria


Si se aborda una perspectiva de larga duración (de siglos), se puede constatar que los cimientos más profundos (estructuras estables) del orden social son resultado de la evolución que genera unas instituciones. El proceso evolutivo es uno de ensayo y error, en donde los resultados sociales, lejos de ser óptimos y previsibles diseños ingenieriles y escogencias deliberadas, resultan de la acción de los individuos mas no de sus voluntades particulares (son productos no esperados ni previstos, y se denominan como efectos de mano invisible). Esto explica la imperfección, incoherencia y, aun, el absurdo de muchas instituciones.


Las instituciones son estructuras sociales (como las estructuras de poder político y militar, o los derechos de propiedad) y constituciones mentales (valores y creencias, visiones del mundo sobre lo bueno y lo malo, lo permisible y lo prohibido). Por simplicidad, se puede afirmar que las instituciones son reglas del juego de carácter informal y espontáneo (producto de una evolución).


Si se adopta una perspectiva de corta duración (de décadas), se puede constatar que la parte más variable o inestable del orden es el resultado de acciones deliberadas, mediante las cuales se han logrado reformar o construir algunos componentes formales y de corto plazo de un orden social. En algunos órdenes o regímenes, existen constituciones escritas (reglas del juego formal de mediano plazo) que delimitan y moldean o al menos influencian las escogencias colectivas e individuales. En la totalidad de los regímenes o sistemas, hay individuos o personas que gobiernan y, por lo tanto, inciden en la construcción de políticas y escogencias de corto plazo.


Las instituciones no son eternas e inamovibles, se pueden alterar y cambiar, aunque el proceso de cambio es de larga duración (toma varias décadas y generaciones) y resulta de una acción generalizada (un cambio de toda la sociedad). Las constituciones y los gobernantes son mucho más alterables, refutables, inestables y efímeros, y se pueden transformar o cambiar con alguna frecuencia. A esto se agrega una restricción fundamental: los cambios de instituciones, de constituciones y, aun, de gobernantes, leyes y políticas son fruto de tortuosos, difíciles y arriesgados procesos políticos, los cuales son exitosos si más allá de cambios cosméticos (formales, de apariencia y de mera retórica) logran transformaciones sustantivas en las estructuras de poder (en las mentes individuales y en las relaciones sociales).



1.3. La división (y consecuente oposición) entre gobernantes y gobernados


Hacia finales del siglo XIX, el presidente Abraham Lincoln, en su famoso discurso de Gettysburg, quiso, emotivamente, que la democracia significase la siguiente inverosímil convergencia: “El gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo”. Tal clamor, además de imposible de ser hecho realidad de una manera cabal, es indeseable.


En un tono más realista, John Stuart Mill (1999), en su seminal ensayo sobre la libertad, afirmó que el pueblo que ejerce el poder no es siempre el pueblo sobre quien se ejerce. También mostró que el gobierno de sí mismo de que tanto se habla no es el gobierno de cada uno por sí, sino el de cada uno por todos los demás.


No existe alguna regla democrática (ni tan siquiera la de la unanimidad) que elimine las dependencias recíprocas, es decir: decidir por los demás y estar afectado por las decisiones de los demás. Quien participa en las decisiones públicas tiene un poder de disposición (o de imposición) sobre el resto de la gente, cualquiera que sea la regla de decisión. Por ejemplo, mi objeción puede impedir un acuerdo unánime, y la objeción de cualquiera puede impedir un acuerdo que yo deseo. O, como lo planteó Mill (1999): el mero hecho de votar afecta a otra gente, pues facilita que se imponga o se deje de imponer determinado gobierno, lo que significa que votar es también ejercer un cargo público (aunque en demasía efímero).


Incluso en el ámbito de la división social del trabajo (y del conocimiento), unos deciden por otros: los especialistas en una materia, quienes tienen algún conocimiento importante y específico de tiempo y lugar, deciden por otra gente. Al comprar algún servicio en el mercado (arquitectura, odontología, educación), también se suele aceptar la filosofía y la forma en que el vendedor nos presta su servicio: aceptamos los diseños del arquitecto y del odontólogo, al igual que la filosofía que nos venden planteles y universidades.


La dependencia recíproca está afectada por la desigualdad: aquellos individuos o grupos con mayor poder económico, simbólico, cognitivo, político y militar pueden imponer más fácilmente sus escogencias sobre los otros grupos rivales. Tiene entonces mayor poder de veto (o de decisión) un monopolista, un dictador o un científico con enorme poder de manipulación que el resto de gente.


1.4. Dos formas de libertad y dos paradojas


En términos del significado político y de los alcances de la escogencia, existen dos tipos de libertad de elegir: i) libertad privada: circunscrita a la independencia y autonomía en la esfera estrictamente personal o privada de cada individuo, la cual es muy importante pues permite que cada quien lleve el tipo de vida que elige; ii) libertad pública o política: es la libertad para intervenir y participar en los asuntos públicos de una colectividad (empresa, sindicato, gremio, comunidad, nación) y, por lo tanto, para incidir en las escogencias colectivas.


Una ínfima libertad privada combinada con una importante dosis de libertad pública (conocida como libertad de los antiguos) genera la paradoja de un individuo sin privacidad (sometido a la comunidad) pero con capacidad para gobernar los destinos comunes a tal colectividad. Una gran dosis de libertad individual con una irrisoria libertad pública (conocida como libertad de los modernos) genera unas abundantes libertades cosméticas individuales, la paradoja de una horda de siervos liberados (en sus asuntos privados, en su jardín y en sus mascotas) y que están domesticados y guiados por gobernantes con enormes poderes de decisión sobre los asuntos públicos.



1.5. La autocracia equivale a la anulación de la libertad y la oposición


Ambos tipos de libertad (la privada y la pública) se pierden en los distintos regímenes autocráticos, en donde los autócratas (o dictadores) toman las decisiones sin ser interferidos, cuestionados o saboteados por quienes, pasivamente, son los súbditos o aquiescentes. Bajo regímenes autocráticos, al menos la totalidad de escogencias concernientes a lo público, y los comportamientos (libertades) individuales, en todos sus detalles, la controla el autócrata (que puede ser un dictador o una minoría autocrática), como si estuviese manejando los asuntos de su propia mansión. Existen diversos tipos de autocracia, los cuales se diferencian por su escala y por el grado de control ejercido por los autócratas.


En regímenes totalitarios (el fascismo de Hitler y el socialismo de Stalin), los cuales fueron magistralmente descritos por George Orwell (1984), tanto las decisiones públicas como las escogencias privadas son tomadas e impuestas (mediante la violencia) por una minoría (presuntamente iluminada por una especie de ‘racionalidad constructivista’ que dice tener el plano de la sociedad perfecta), que constituye un gobierno total (todopoderoso, omnipresente). La acción política de tales autócratas absolutos consiste en una peligrosa tentativa de ‘ingeniería social totalizante’, por medio de la cual tales gobernantes imponen un conjunto de órdenes incuestionables, y de parámetros o normas de buen comportamiento, a los súbditos, para que estos se limiten a obedecer. Tales regímenes operaron a gran escala: la Alemania sometida y obediente a Adolf Hitler; la Unión Soviética regida por Vladimir Lenin y luego por Joseph Stalin.


En el siglo pasado fracasaron, estruendosamente, las mencionadas tentativas de ingeniería social totalitaria. Sin embargo, perdura una preocupante tendencia hacia la administración total (el imperio de la organización), en donde lo esencial de un régimen totalitario se aplica a pequeña escala (empresas, organizaciones). Refiriéndose al totalitarismo de corte estalinista (y al reinado de la planificación centralizada), el economista Ronald Coase (1998) planteó que el pequeño error de personajes como Stalin fue tan solo de escala: la sociedad no se puede administrar como se administra una empresa (ahí radica el fallo fundamental de la planificación centralizada); no obstante, el capitalismo es un mar de liberalismo (relaciones de libre mercado) entre millares de islas y archipiélagos de organizaciones (sujetas a estricta planificación y control). No es el capitalismo un ámbito de libertad total en el que compiten individuos liberados de yugos colectivos y jerarquías administrativas. A pequeña escala existen autocracias y tiranías colectivas que regulan y domestican a los individuos: hay familias, comunidades, gremios, sindicatos, empresas, ejércitos y conventos, y otras organizaciones, las cuales funcionan con una fuerte división entre quienes mandan y quienes obedecen. No sin razón visionarios escritores como Aldoux Huxley (1938), en su novela Brave New World, y el agudo George Orwell (1960), en sus ensayos sobre la empresa, mostraron que lo que en realidad se ha impuesto, por encima de macrosistemas políticos económicos, como el capitalismo y el socialismo, es el imperio de la administración. Es en los ámbitos micro (de la economía, de la sociedad y de la política) en donde los individuos son domesticados y sus escogencias públicas y privadas moldeadas por administradores y tecnócratas sociales, para que obedezcan mandatos y órdenes específicas. Y gracias a disciplinadas organizaciones, compuestas por un nuevo cuño de súbditos, los macrosistemas de la política y del mercado funcionan muy bien.


Existen otras formas de autocracia menos totalizantes, pero no por ello menos nocivas, las cuales reprimen y abortan significativamente las libertades privadas y políticas. A pequeña escala hay dictadores locales (llamados señores de la guerra), ejemplos de estos son las mafias, los paramilitares o escuadrones de la muerte y las guerrillas. Tales tiranías, aunque en extremo violentas, carecen del poder de control que posee un Estado y, por lo mismo, operan en municipalidades y duran algunos años o, muy pocas veces, décadas.


A escala nacional han existido famosas dictaduras: la de Francisco Franco en España o la de Augusto Pinochet en Chile; y las de diversos tiranos en África, Europa del este y en los países árabes. Los dictadores suprimen las libertades políticas y reprimen las libertades personales, aunque no llegan al grado de control que sobre la esfera privada ostenta el totalitarismo. Mientras en los sistemas totalitarios los individuos son domesticados por los gobernantes, en las dictaduras resultan más burdamente reprimidos o violentados.


En las tentativas de democracia directa, se ha intentado que todo lo concerniente a lo público, al menos en sus aspectos más importantes, sea producto de la decisión colectiva y del control de los ciudadanos. Se pretende entonces que la participación en la cosa pública sea universal y directa. Tal escenario, gráficamente simbolizado por el ágora griega, es quizá lo más cercano al aserto del presidente Lincoln: un gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo. Una enorme limitación de la democracia directa es que resulta factible a muy pequeña escala: varias decenas de integrantes y problemas no tan complejos como para requerir especialistas o técnicos.


A esto se adiciona el enorme peligro (y, por ende, la gran indeseabilidad) de la democracia directa, en la que lo único y más importante es el ámbito de lo público y, por lo tanto, la esfera de lo privado desaparece. La democracia directa es la máxima expresión de la soberanía popular (el poder absoluto del pueblo, la desaparición de la libertad individual) y constituye el imperio de la colectividad sobre el individuo. La pequeña sociedad uniformada en sus valores y creencias es la comunidad, en la que se comparten valores y creencias, y existe una nivelación en la participación política y en la posesión de activos. Además, hay una presión social de la mayoría sobre la minoría o sobre individuos específicos, y se presenta una dictadura de la muchedumbre sobre el individuo que, como lo expresó Mill (1999), llega a encadenar el alma y es más funesta que una dictadura -“Pueblo chico, infierno grande”, dice el dicho-.



1.6. La democracia como imperio de la ley y ampliación de los derechos políticos


En términos generales, la democracia es el derecho de participar -directa o indirectamente- en la toma de decisiones colectivas, para un número muy alto de ciudadanos. Las reglas procedimentales más conocidas de la democracia son la unanimidad y la mayoría.


En la democracia constitucional, los gobernantes están sujetos a la ley, también han de respetar los derechos individuales, los cuales son inalienables o inviolables.


En la misma perspectiva, autores como James Buchanan y Gordon Tullock (1965) y Norberto Bobbio (1985) sostienen que la democracia requiere el consenso únicamente sobre las reglas de la contienda, pues consiste en un sistema político en el que no hay consenso, sino, por el contrario, disenso, competencia y concurrencia. Para que exista democracia, basta el consenso de la mayoría, pero precisamente este consenso implica que exista una minoría que disiente. Solamente allí donde las reglas democráticas son respetadas el adversario ya no es un enemigo (que ha de ser destruido), sino, más bien, un opositor que puede ser un futuro gobernante.


En la democracia representativa, existe un proceso de progresiva ampliación de los derechos políticos. Cuando los titulares de tales eran solamente los propietarios (los más privilegiados y ricos), era apenas lógico que la mayor exigencia hecha al poder político fuera la de proteger su statu quo: la libertad de la propiedad y de los contratos. Desde el momento en el que los derechos políticos fueron ampliados a los desposeídos, a los pobres y a los analfabetos, fue, igualmente, una obvia consecuencia el que a los gobernantes se les pidiese trabajo, subsidios al desempleado, escuelas gratuitas, etcétera.


De acuerdo con Bobbio (1985), el principio fundamental del pensamiento democrático ha sido la libertad entendida como autonomía, es decir, como capacidad de legislar para sí mismo. Lo ideal sería la plena identificación entre quien pone y quien recibe una regla de conducta, la eliminación de la tradicional distinción entre gobernados y gobernantes. Al menos en los ámbitos más personales, los individuos deberían tener tal tipo de libertad (autonomía). Y en tal ámbito de lo personal y privado, debería existir una esfera secreta de los ciudadanos (su intimidad), la cual hay que resguardar de la mirada o intromisión indiscreta de poderes públicos y de formadores de opinión.



1.7. Democracia como oposición a cualquier monopolio de la verdad


Basado en una gran enseñanza de Sócrates (“Solo sé que nada sé”), Karl Popper (1945) hace dos aportes fundamentales para mostrar, justamente, que la democracia significa el ejercicio de la oposición contra cualquier monopolio de la verdad, estos son: i) la raza humana avanza mediante un proceso permanente de solución de problemas a través de ‘ensayo y error’, sin mayores seguridades, sin certezas, sin profecías y sin la capacidad de formular una especie de ‘ingeniería social utópica’; ii) en una democracia, los gobernantes, en especial si son intelectuales, son demasiado propensos a cometer errores y a ostentar ambiciosas pretensiones de poder, y el más sensato y eficaz antídoto para tal enfermedad es el espíritu crítico de la sociedad, para lo cual hace énfasis en que -como lo diría Hayek (1945)- el conocimiento está distribuido y disperso en la sociedad, a tal punto que cada individuo, por más humilde y supuestamente ignorante que sea, puede aportar con su voz (queja, inquietud, crítica, clamor, argumento, etc.) para que los gobernantes -si es que estos son receptivos- corrijan sus errores.


Popper (1945) afirmó que la democracia no consiste en responder a la centenaria y errada pregunta “¿cuáles son los mejores para gobernar?”, sino que, más bien, ha de ser un procedimiento para ejercer la oposición: criticar, cuestionar, exigir cuentas e, incluso, para revocar el mandato o derrocar a quienes gobiernan sin, necesariamente, recurrir a la violencia.


Bobbio (1985), por su parte, asevera enfáticamente que la tecnocracia y la democracia son antitéticas: si el protagonista de la sociedad industrial es el experto, entonces quien lleva el papel principal en dicha sociedad no puede ser el ciudadano común y corriente.



1.8. ¿Cómo hacer oposición en democracias representativas y sociedades inequitativas?


La soberanía popular (o democracia directa) que han defendido autores como Jean-Jacques Rousseau es posible en ambientes de gran austeridad: una población pequeña (el grupo chico de Olson (1965) integrado por unas decenas de familias; la comunidad de M. Taylor (1982) que tiene relaciones personalizadas, comparte unos valores comunes y está bastante nivelada en participación política y posesión de activos). Solo en aquellos ámbitos de sobrias y apacibles provincias, de sencillez de costumbres (ausencia de elecciones duras o dilemas sociales, inexistencia de conflictos complejos) y existencia de poco o ningún lujo es posible una democracia directa.


En una democracia representativa, las principales deliberaciones (y toma de decisiones) son realizadas por los representantes elegidos.


Los representantes pueden ser delegados o fiduciarios. Un delegado es simplemente un portavoz, un nuncio, un legado, un medio de sus representados y, por lo tanto, su mandato es extremadamente limitado y revocable. Un fiduciario tiene el poder de actuar con cierta libertad en nombre y por cuenta de los representados, en consecuencia puede interpretar discrecionalmente los intereses de estos y, por ende, no está sujeto a un mandato imperativo.


Una hipótesis de los autores del presente capítulo es que los gobernantes elegidos en una democracia representativa son delegados de los grupos de presión con más poder político y económico, y fiduciarios de los sectores mayoritarios pero con menos poderes políticos y económicos.


En las modernas democracias no son los individuos sino, más bien, los grupos los protagonistas principales de la política. En tal régimen imperan grupos de presión como gremios y grupos económicos, empresas, partidos políticos, sindicatos; y a veces movilizaciones o acciones colectivas populares de sectores tradicionalmente excluidos y marginados de las decisiones políticas.


La sociedad civil no es un ente monolítico y homogéneo, o una colectividad con intereses comunes, y aquello del bien común, o de comunidad política, es una inocente ilusión: impera una persistente desigualdad en lo político, simbólico, económico y, aun, en lo genético. Visionarios autores han hablado de ‘contrarias anarquías’ (Shakespeare, 2006, en Timón de Atenas); individuos y grupos que hacen ‘demandas contradictorias’ y, por lo mismo, irrealizables (Bastiat, 2004, el gran periodista económico de tiempos de David Ricardo); ciudadanos que no pueden alcanzar un consenso sobre finalidades sociales como funciones de bienestar o políticas públicas (Arrow, 1950, en su famoso ‘teorema de la imposibilidad’). Tales autores muestran, hasta la saciedad, cuan fragmentada, heterogénea, caótica y dividida está la sociedad civil y cuan romántico e irrealizable es el ideal de un bien común.


En las democracias modernas entonces pululan grupos contrapuestos y que compiten entre ellos, y que son relativamente autónomos en relación con el gobierno central. Los grupos representan intereses particulares aunque (por estrategia discursiva) los hagan ver como intereses nacionales. Tales grupos (de interés y de presión) son más autónomos que los individuos. Interpretando tal situación Robert Dahl (1966, 1973) mostró que vivimos en una sociedad poliárquica o policéntrica.



1.9. La oposición exige desnudar a los emperadores


Immanuel Kant (1966) mostró que “todas las acciones referentes al derecho de otros hombres cuya máxima no puede ser publicada, son injustas”. El ideal del todopoderoso (autócrata) siempre ha sido el de ver cualquier gesto y escuchar cualquier palabra de sus súbditos (y ojalá sin ser visto ni escuchado). Las modernas tecnologías de la información y de la vigilancia (el poder del panóptico que tanto mortificó a Foucault) permiten que hoy muchos autócratas a pequeña escala (empresarios, banqueros, servicios de inteligencia) puedan ver sin ser vistos por las colectividades de empleados, clientes y sujetos a los que vigilan. El poder se torna más asimétrico cuando los que mandan actúan en secreto. Aquel que manda es más terrorífico en cuanto está más escondido (el súbdito sabe que quien lo ve existe, pero no sabe exactamente en dónde está); y aquel que debe obedecer es más dócil en cuanto es más escrutable y visto en cualquier gesto, acto o palabra (el soberano sabe en cualquier momento en dónde está y qué hace). Todo poder o negociación secreto constituye un fuerte impedimento para la oposición, pues es imposible el control social allí donde la política es oscura, misteriosa u oculta.


La publicidad de los actos gubernamentales es importante no solo para permitir al ciudadano conocer las acciones de quien detenta el poder y, en consecuencia, de quien los controla. También es significativa porque, en sí misma, es una forma de control que permite, a manera de un expediente, distinguir lo que es lícito de lo que es ilícito. Puesto en breve: una decisión que no es susceptible de volverse pública es una escogencia que, si fuese hecha pública, sin duda provocaría tal reacción (de rabia, de indignación, de inconformidad) en el público que haría imposible su realización.


La publicidad equivale a iluminismo: derrotar al reino de las tinieblas. La opinión pública (y la oposición) depende de la mayor o menor oferta al público de visibilidad, conocimiento, acceso y control de los actos de quien detenta el poder supremo.


Infortunadamente en todas las democracias existen secretos de Estado y poderes ocultos. Bobbio (1985) mostró que bajo el poder emergente o público subyacen un subgobierno (semipúblico) y otros más ocultos que son criptogobierno y poder invisible.



1.10. Dos formas de democratizar y de generar oposición


La democracia es lo opuesto a la autocracia. En las diversas formas de autocracia (militar, económica, tecnocrática y burocrática), existe una estructura piramidal: el poder parte desde arriba (desde la cúpula) hasta la base, sin ser cuestionado, sin encontrar un contrapoder. En la democracia, existe un contrapoder, un poder de oposición o de contrapeso, que sirva para ejercer algún control significativo sobre el poder de los gobernantes.


El pluralismo es lo opuesto al poder monocrático, esto es, al poder concentrado en una sola mano. Los pluralistas sostienen que el remedio a este tipo de poder es el poder distribuido. La sociedad feudal es una sociedad pluralista, pero no es una sociedad democrática, es un conjunto de muchas oligarquías.


Siguiendo a Bobbio (1985), la oposición entonces debería ser horizontal y vertical. Esto significa que la oposición no puede nacer únicamente del control desde abajo (la democracia), que es indirecto, sino debe contar, además, con el pluralismo, esto es, con el control recíproco entre los grupos que representan a los diversos intereses (los cuales se expresan en diferentes movimientos políticos que luchan entre sí por la conquista temporal y, deseablemente, pacífica del poder).


Bobbio (1985) afirmaba que un proceso de democratización consiste no tanto -como erróneamente se supondría- en el paso de la democracia representativa a una democracia directa, sino, más bien, en el avance hacia la democracia social. De lo que se trata es de extender el poder ascendente (poder desde abajo, poder de contrapeso, poder de oposición contra autócratas), que es lo característico de la democracia política, al campo de la sociedad civil: el reto es el de introducir la democracia en las organizaciones verticales, autoritarias y manipuladoras que imperan en la sociedad civil (los archipiélagos de autoritarismo de los que habla el economista Coase (1998), los ambientes de la administración totalizante que tanto describió Orwell (1960, 1984). Se trata, en síntesis, de reemplazar a las organizaciones de tipo jerárquico o burocrático por democracias (aunque estas sean representativas).



1.11. ¿Cómo defender a la oposición misma de sus detractores?


Estudios y análisis sobre el discurso demuestran cómo las palabras promueven, de forma consciente o inconsciente: violencia, discriminación, desigualdad, odios, amores, entre otras emociones y/o pasiones. Por ejemplo, el racismo no es innato. Nadie nace siendo racista. Se aprende a serlo mediante el discurso, primero el que se recibe en el hogar, luego el que se lee en los libros de texto, después en la televisión y, posteriormente, en los discursos públicos, de los políticos. Los responsables de estos discursos pueden resumirse en tres grupos: políticos, profesores y periodistas (Van Dijk, 2012). Son ellos quienes tienen el control del discurso y, con esa posición, la sociedad está en sus manos. El discurso es muy poderoso y la gente no se da cuenta de su poder. Por un lado, es la forma de interacción entre las personas y, por otro, es fundamental en la creación de los modelos y los esquemas mentales.{1}


La sociedad, en particular la colombiana, necesita des-aprender. No se cambia de forma espontánea a través de leyes, decretos o resoluciones que intentan transformar lo explícito de estos comportamientos, y no lo implícito, que es mucho más complicado, el inconsciente colectivo, la cultura y la mente de la gente.


En el caso del racismo, consciente o inconscientemente, de forma abierta o velada, se promueven las diferencias entre los seres humanos. Y cuando esas diferencias están en la mente individual y colectiva, de forma aparentemente natural o normal, se asocia lo negativo con los unos y lo positivo con los otros. Lo mismo sucede, dependiendo del contexto, con el uso de palabras tales como las de derecha e izquierda, guerrillero o paramilitar, liberal o conservador, gobierno u oposición, revolución, etcétera. Todas ellas relacionadas con el ejercicio del poder, que las élites no quieren compartir, porque al fin y al cabo el poder es para proteger determinados intereses socioeconómicos. ¡Pero cómo hay que hacerle el juego a la democracia! Lo más práctico es legislar, decretar y reformar lo explícito, sin meterle la mano a lo implícito.


En síntesis y en palabras de Gianfranco Pasquino, “el arraigo social de la oposición constituye la condición previa para su arraigo institucional; y a su vez, el arraigo institucional refuerza el de índole social” (Pasquino, 1998, p. 54). Y como lo plantea tal profesor italiano, aquello de la oposición no es “... solo un conjunto de reglas, normas y leyes reduccionistas del problema, sino también la encarnación de un conjunto de valores; desde el respeto a los derechos civiles y políticos a la afirmación de los derechos sociales, desde la tolerancia hacia la participación a la libre expresión de la personalidad” (Pasquino, 1998, p. 78).


La “oposición es un tipo de conducta o de comportamiento político, cuya formalización en la instituciones y en los sistemas políticos ha tenido lugar junto al desarrollo del parlamentarismo y de los partidos políticos” (Fernández, 2010) en general y de cada sociedad en particular, dependiendo del sistema y régimen político. La oposición no es comportamiento nuevo, por el contrario, lo nuevo son las garantías para ejercerla. Actualmente, la existencia de una oposición legalmente admitida es sinónimo de madurez política y desarrollo democrático. Pero el surgimiento de una oposición institucionalizada implica, necesariamente, una evolución en la cultura democrática de la sociedad en cuestión, es decir, en las creencias, en la forma de asumir las diferencias, en la capacidad de convivir con el disenso, la crítica y el debate.


Esta conducta -oposición- es inherente al conflicto político entendido como la simultánea y contradictoria aspiración de dos o más fuerzas o grupos oponentes a un mismo objetivo, influir en el proceso de toma de decisiones, bien sea a través de la presión al poder establecido o la conquista de este, de forma legal o ilegal. En las democracias y dentro del juego político, esta acción inherente a la actividad política se restringe al ámbito legal, reconociéndola, institucionalizándola y reglamentándola.


En el deber ser, cuando existe la oposición, implícita, en un sistema político democrático, esta es expresión de la controversia que tiene lugar en el proceso de formación de la voluntad política y de la adopción de decisiones, en un marco de respeto y de aceptación de ‘reglas consensuales’ del juego político, como resultado del ejercicio de libertades y derechos, como la libre expresión, asociación y reunión, y, por cierto, de sufragio, que hace que los cambios o las sociedades se transformen a través de las vías institucionales (Fernández, 2010).


Pero, cuando esta solo existe a nivel explícito o formal, se convierte en otra arma más de la clase política o estamento para conservar el poder y ejercerlo, a su manera. Este es el caso de la mayoría de las denominadas democracias en desarrollo y consolidación, donde solo hasta finales de los años ochenta se empieza a reconocer e institucionalizar la oposición política y se le confieren derechos, a nivel formal. Y como lo plantea Pasquino: “No ha resultado nada fácil para los sistemas políticos reconocer, y mucho menos valorar, el papel y la contribución de la oposición a su funcionamiento. Solo cuando lo han hecho y en la medida en que han podido valorar ese reconocimiento, los sistemas políticos han dejado de ser autoritarios para convertirse en democráticos” (Pasquino, 1998, p. 39).



1.12. ¿Cómo promover la oposición?


Hay que trascender de las palabras (quejas, protestas) a las acciones, esto es, hay que promover una oposición efectiva y con impacto político: “Ninguna oposición puede renunciar a su propia piel ni a su cometido dejando, sin más, gobernar al gobierno. Todo lo contrario la oposición debe impedir que el gobierno malgobierne” (Pasquino, 1998, p. 32).


Cada país tiene la oposición que merece: dime en qué sociedad vives y te diré qué tipo de oposición puede existir allí, como lo afirma Pasquino (1998, pp. 34 y 35):


Todos los países, incluso los no democráticos, tienen la oposición que se merecen,... Cuando el país tenga una vida social dinámica y competitiva, hecha de un pluralismo asociativo amplio y articulado, no sometido a los partidos, su oposición social será fuerte y vigorosa. Cuando el país cuente con un sistema de medios de comunicación libres, independientes y profesionalizados, su oposición cultural encontrará espacios para expresarse, instrumentos para comunicar y vehículos para informar. Finalmente, si el país dispone de un sistema institucional bien trabajado, dispondrá también de una oposición parlamentaria capaz de cumplir con eficacia su cometido de control, crítica y propuesta. Y si el poder político está distribuido ‘por las ramas’ y no concentrado en las cimas político-burocráticas, la oposición estará también en condiciones de gobernar algunas autonomías locales (...) Como es lógico, la oposición resulta eficaz y se convierte en alternativa concreta allí donde consigue una presencia social, una difusión cultural y un papel político-parlamentario.


(...).


Ningún gobierno debe pedir a la oposición que le deje gobernar, sino demostrar que sabe hacerlo. Del mismo modo, ninguna oposición debe pedir al gobierno que le deje ejercer como tal.


En términos generales, dependiendo del tipo de sistema y régimen político,{2} la oposición tiene y desempeña diferentes roles, a saber y, según Mario Fernández, por ejemplo, en los sistemas parlamentarios la oposición juega un papel preponderante:




	

Porque, por una parte, está siempre presente la posibilidad de que se convierta en gobierno, especialmente en aquellos sistemas pluripartidistas en los que se gobierna con coaliciones.




	

Y, por la otra, su programa se somete permanentemente a prueba en el debate parlamentario e influye siempre en alguna medida en las decisiones.




	

Esta inevitable influencia de la oposición en la formación de la voluntad política se torna más clara cuando el sistema parlamentario se combina con el federalismo, pues el o los partidos que son oposición en el parlamento/ Congreso pueden ser gobierno en algún Estado federado (Alemania). En el caso de la combinación presidencialismo-federalismo (EE.UU.), la interacción señalada no es tan marcada debido al importante poder de que el Presidente dispone en la ejecución de su programa.







Mientras que en los sistemas presidenciales su papel es menos importante:




	

Porque influye condicionadamente en la gestión del Ejecutivo, cuyo período no depende de las fluctuaciones de mayoría en el Congreso.




	

Porque en estos sistemas la conducta de la oposición varía entre la cooperación y el conflicto.







Y, dependiendo del contexto (origen y desarrollo) del sistema y régimen político de cada sociedad en particular, las manifestaciones y comportamiento de la oposición son diferentes; por ejemplo, en los sistemas presidenciales (característicos de Latinoamérica), la oposición adopta a menudo una función obstruccionista, que va más allá de la oposición competitiva en la tipología de Dahl (1966). La oposición está marcada por su contenido como por la forma en que se ejerza y los fines que persiga. Llegar a gobernar, cogobernar o ‘no dejar gobernar’ en la creencia de asegurar así el triunfo en la próxima contienda presidencial (Fernández, 2010).


En síntesis, la oposición debe impedir que el gobierno malgobierne, para lo cual debe ser dura o flexible; constructiva o intransigente; crítica o conciliadora; propositiva, es decir, con la mirada puesta a largo plazo, o reactiva, esto es, luchadora de batalla cotidianas (Pasquino, 1998, p. 32).


La oposición debe contener al gobierno en materia de reglas y en materia de política. Serán absolutamente intransigentes cuando el gobierno se proponga establecer reglas que destruyan la posibilidad misma de la alternancia. En cuanto a las políticas, las oposiciones serán críticas de los contenidos que propone el gobierno y propositivas de contenidos distintos, pero también conciliadoras cuando existan espacios de intervención, mediación, colaboración y mejoras recíprocas. En definitiva, la buena oposición es la que sabe usar, según la enseñanza de Maquiavelo, ‘del zorro y del león’, de la astucia político-parlamentaria y de su fuerza político-social (Pasquino, 1998, p. 33).


 


En Colombia, en el proceso de toma decisiones, lo que ha primado es la voluntad de una prefabricada unidad nacional, que simplemente ha cambiado de nombre de acuerdo con las circunstancias{3} e intereses del statu quo -la clase política-, lo cual hace inviable una relación real de pesos y contrapesos tanto a nivel institucional como en los diferentes procesos de toma de decisiones, más aún cuando no hay cabida para la oposición política, implícita, en el sistema. Es decir, en el inconsciente colectivo, en el comportamiento generalizado del pueblo y de la clase política, en pocas palabras, en la cultura política, en cuestión.


La naturaleza de la democracia, la plena realización de su esencia, está así íntimamente vinculada en el planteamiento de Pasquino con la idea de alternancia en el gobierno. Además todo sistema democrático está definido por el carácter de su oposición. De modo que si existe una opinión bastante generalizada acerca de la existencia de una crisis de los sistemas democráticos a fines del siglo, ello se debe a que en lo fundamental la propia concepción de la oposición está sumida en una profunda crisis.() En la mayor parte de los casos se presta atención al papel de la oposición bajo regímenes no democráticos y a su contribución a la quiebra de los autoritarismos o totalitarismos, mientras que en el caso de las democracias ya instauradas y consolidadas disminuye o incluso se llega a perder interés en su estudio (Pasquino, 1998, Prólogo, p. 19).



1.13. Demasiada poca oposición


“El problema en los regímenes democráticos es (...) que hay quizá poca oposición” (Pasquino, 1998, p. 81).


Demasiada poca oposición puede hacer referencia a la pura y simple cantidad. El ‘sistema’ habría asimilado en la actualidad casi todas las tensiones sociales, las diferencias de opinión, de principios, de valores, de modo que fuera de él quedarían ya pocos que sostuvieran opiniones distintas y cultivaran otros valores, en definitiva que hicieran oposición. Más aún, el número de oponentes es demasiado bajo para garantizar el cumplimiento de un cometido histórico: ofrecer una alternativa programática, política, sistemática, creíble, convincente y practicable. Entre otras razones, porque el gobierno y la cultura política predominante pueden negar todo reconocimiento oficial a los oponentes que son demasiados pocos, manteniéndolos al margen del sistema, en la marginación: o, incluso, sin excesivas dificultades o protestas incontrolables, arrojarlos del sistema y mantenerlos excluidos (...). Este resultado constituye el mayor peligro de las sociedades democráticas occidentales. Se encontraría en curso en estas democracias una marginación suave, una exclusión con guante de seda de amplios grupos sociales, con el mismo éxito que ha obtenido en el mundo un proceso semejante de marginación exclusión producido entre el Norte, industrializado y rico, y el Sur, agrícola y miserable. La definición de ‘sociedad de dos tercios’ (...)


Dos tercios de los ciudadanos disfrutan de recursos económicos, sociales y culturales que se traducen en recursos políticos, de representación, de gobierno y, en el peor de los casos, de oposición. El tercio restante apenas tiene algo de esto (Pasquino, 1998, pp. 82-83).


“Pero ‘demasiada poca oposición’ no significa únicamente un problema de cantidad, sino también de calidad” (Pasquino, 1998, p. 85). “Según los sistemas políticos, los marcos institucionales y las estructuras socioculturales, la oposición se encontraría enjaulada en los regímenes democráticos y convertida en copartícipe y corresponsable tanto del funcionamiento del sistema como de la administración del gobierno” (Pasquino, 1998, p. 87).



1.14. Los derechos explícitos de la oposición en Colombia a partir de 1991


La Constitución vigente en Colombia hasta 1990, la de 1986, no hacia ningún tipo de referencia a la oposición, es hasta la nueva Constitución que aparece este concepto en su artículo 112. Desde entonces, han transcurrido veinte años y aún no se ha proferido la ley estatutaria a que hace referencia; sin embargo, el mencionado artículo fue sutilmente reformado en 2005, como se puede apreciar a continuación:


Artículo 112. Los partidos y movimientos políticos que no participen en el gobierno podrán ejercer libremente la función crítica frente a éste y plantear y desarrollar alternativas políticas. Para estos efectos, salvo las restricciones legales, se les garantizarán los siguientes derechos: el acceso a la información y a la documentación oficial, el uso de los medios de comunicación social del Estado de acuerdo con la representación obtenida en las elecciones para el Congreso o en aquellos que hagan uso del espectro electromagnético de acuerdo con la representación obtenida en las elecciones inmediatamente anteriores; de réplica en los medios de comunicación del Estado frente a tergiversaciones graves y evidentes o ataques públicos proferidos por altos funcionarios oficiales, y de participación en los organismos electorales.


Los partidos y movimientos minoritarios tendrán derecho a participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su representación en ellos (cursivas fuera del original).


Artículo 112. *Modificado por el Acto Legislativo 1 de 2003, nuevo texto:


Los partidos y movimientos políticos con personería jurídica que se declaren en oposición al gobierno podrán ejercer libremente la función crítica frente a este, y plantear y desarrollar alternativas políticas. Para estos efectos, se les garantizarán los siguientes derechos: el acceso a la información y a la documentación oficial, con las restricciones constitucionales y legales; el uso de los medios de comunicación social del Estado o en aquellos que hagan uso del espectro electromagnético de acuerdo con la representación obtenida en las elecciones para Congreso inmediatamente anteriores; la réplica en los mismos medios de comunicación.


Los partidos y movimientos minoritarios con personería jurídica tendrán derecho a participar en las mesas directivas de los cuerpos colegiados, según su representación en ellos (negrillas fuera de texto).


Una ley estatutaria regulará integralmente la materia, pero, una vez más, hemos de insistir en que el tema es mucho más materia de hecho (acciones concretas de la oposición) que de bonitas y funcionales leyes.
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Capítulo 2 


Años de turbulencia: 


crisis global, consecuencias múltiples


César A. Ferrari{*}


La Gran Recesión económica que agobió al mundo en 2008 y 2009 no acabó en 2009. Le siguieron la ralentización de la economía estadounidense, la desaceleración de la china, la paralización de la japonesa y, lo más notable, sin duda, la crisis en la Unión Europea y, en particular, en la Eurozona,{1} la mayor crisis europea desde la Segunda Guerra Mundial.


Los Estados Unidos vienen recurriendo masivamente a la política monetaria para revitalizar su economía y reducir su aún elevado desempleo. Europa enfocó su solución desde una estricta austeridad fiscal y, en consecuencia, desde la reducción acelerada del Estado de Bienestar, lo que parece haber agravado el problema; ahora recurre a la política monetaria, aunque con mayor timidez que en los Estados Unidos.


La austeridad a ultranza generó graves reacciones y movilizaciones sociales, cada vez más frecuentes y masivas, que produjeron diversas crisis políticas y cambios de gobierno, incluyendo una crisis de gobernabilidad en Grecia y fuertes tendencias independentistas en varias regiones europeas. Pero el agravamiento de la crisis y la ineficacia del ajuste para solucionarla están ocasionando mayores movilizaciones sociales que derivarán en otras crisis políticas.


Tales decisiones están mostrando una nueva forma de política económica. A diferencia de la implementada cuatro años antes, basada en una expansión fiscal significativa, la actual tiene como eje fundamental una política monetaria expansiva. En Europa, por las dimensiones de la deuda pública o privada; en los Estados Unidos, por desacuerdos políticos sobre nuevos estímulos fiscales.


Dicha política viene perfilándose en Europa a partir de la nueva presidencia en el Banco Central Europeo en noviembre de 2011 y como resultado de las elecciones francesas de abril de 2012. Ciertamente insiste en austeridad, pero postula también como meta el crecimiento económico a fin de reducir un desempleo que alcanza niveles de depresión en varios países. Si el Estado de Bienestar en Europa estaría por asumir una nueva modalidad, parecería cercano también el fin de la dominación, por lo menos por ahora, del neoconservatismo imperante desde los años ochenta, fuente intelectual de la austeridad y del desmantelamiento del Estado de Bienestar.


Las catástrofes naturales suelen agravar los problemas económicos. Generan también mayor gasto fiscal y nuevas políticas económicas. El fuerte terremoto japonés de marzo de 2011 y el consecuente tsunami no solo significaron pérdida de vidas, destrucción de capital y contaminación ambiental, produjeron también una expansión fiscal y monetaria notorias, y un cuestionamiento mundial a la energía nuclear y, en consecuencia, sobre las fuentes energéticas, presionando al alza la demanda y los precios petroleros.


Los conflictos políticos suelen también agravar los problemas. A partir de 2011 vienen ocurriendo revueltas, cambios de gobiernos y entrampamientos de gobernabilidad en varios países árabes. Conocida como la Primavera Árabe, está derivando en graves cuestionamientos populares a los Estados Unidos y a los otros países desarrollados. Junto a la incertidumbre de la situación iraní, país no árabe pero sí musulmán, tienen particular consecuencia sobre el abastecimiento petrolero y el futuro mundial de la energía. Dichos hechos complican la solución a las dificultades europeas, estadounidenses y asiáticas.


Como ocurrió en 2008-2009, las crisis del mundo desarrollado se traducen tarde o temprano en menor demanda de materias primas, esta en menores precios internacionales y ambos en menores ingresos por exportaciones, particularmente en aquellos países concentrados en la producción y exportación de materias primas. Deberían implicar también una caída en el flujo de capitales. A su vez, como la reducción de los ingresos externos se traduce en menos ingresos internos, las economías de los países en desarrollo deberían, teóricamente, desacelerarse y quizá también entrar en recesión, dependiendo de la forma en que asuman su política económica y encaren la situación.


No obstante, en esta ocasión los precios internacionales del petróleo no está reduciéndose, existe abundancia de recursos financieros en el mundo a costos mínimos debido a las expansiones monetarias en los países desarrollados, las empresas petroleras buscan nuevos destinos de inversión y las empresas grandes en América Latina prefieren endeudarse en el exterior porque los costos financieros domésticos son muy elevados.


De tal modo, la desaceleración se está produciendo en unos sectores y el crecimiento se está dando en otros liderados por el petrolero, evitando una reducción importante del crecimiento total, aunque inducirá una mayor concentración del ingreso en beneficio de los segundos y, siendo estos no intensivos en mano de obra, a diferencia de los primeros, un probable desmejoramiento del empleo.


Toda crisis representa un momento de ajuste, cambio o inflexión: un nuevo arreglo sociopolítico, una nueva geopolítica, un nuevo orden económico y financiero, y una nueva orientación en política económica estarían gestándose. Pueden significar una oportunidad de superación, particularmente en América Latina. Ello es una cuestión de imaginación y de responsabilidad de quienes las analizan y de quienes toman las decisiones, los académicos y las autoridades políticas.


Los académicos están en la obligación de formular las teorías que expliquen la crisis y ayuden a superarla; las actuales fueron incapaces de predecirlas, explicarlas y proponer las soluciones respectivas. Las autoridades no solo deben entenderla, deben generar los mecanismos que permitan superarla, pero no para regresar a la situación precrisis, sino para avanzar a un nivel superior de desarrollo. Y eso implica nuevas políticas económicas; reproducir las mismas no generará resultados distintos, como sentenciara Albert Einstein: “Locura es hacer la misma cosa una y otra vez esperando obtener diferentes resultados”.


Sobre dichos temas trata el presente texto.



2.1. El origen de la actual crisis económica mundial


La Gran Recesión mundial de 2008-2009 es sin duda el origen de la actual crisis europea, de la ralentización de la economía de los Estados Unidos, de la desaceleración de la economía china y de la agudización del lento crecimiento, cuasiparálisis, en Japón que viene ocurriendo desde los años noventa del siglo pasado.


Esa Gran Recesión no apareció del aire.{2} Tampoco es un ciclo más del desarrollo económico con períodos de aceleración y desaceleración. Se inició en los Estados Unidos y es consecuencia de graves errores{3} de política económica del gobierno de George Bush hijo, pero iniciados ideológica y prácticamente a principios de los años ochenta con los gobiernos neoconservadores de Ronald Reagan (inaugurado en enero de 1981) en los Estados Unidos y Margaret Thatcher en el Reino Unido (inaugurado en mayo de 1979).


Esos graves errores de política económica se dieron en los ámbitos monetario, fiscal y de regulación. Como se aprecia en la figura 2.1, la política monetaria fue sumamente volátil: en 2001, al inició del gobierno Bush, la Reserva Federal de los Estados Unidos (FED) redujo su tasa de interés del 6 al 1,75 % para promover el crecimiento, y, en 2003, hasta el 1 %. En 2005-2006, la elevó hasta el 5,25 %, supuestamente para reducir la inflación, sin éxito, y sin considerar sus efectos sobre prestatarios y productores. En 2007-2008, volvió a reducirla hasta el 1 %, para evitar la recesión. Actualmente está en casi 0 %.
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La política fiscal redujo los impuestos a los mayores ingresos. Intentó disminuir el gasto civil (educación, salud, pensiones) sin mayor éxito y aumentó el gasto militar en forma notable. El resultado fue un déficit fiscal gigantesco y un incremento de la deuda pública que hoy entorpece la solución final de la crisis. Al mismo tiempo, otorgó subsidios a los biocombustibles, lo que redujo la producción de alimentos cuando su demanda aumentaba, provocando el incremento de sus precios. Esta inflación, sumada a la de los combustibles y metales, se intentó minimizar elevando la tasa de interés, lo que hizo inviable el pago de las hipotecas inmobiliarias, produciendo el derrumbe de los derivados financieros y, consecuentemente, la iliquidez e insolvencia de los bancos.


La política reguladora, en un evidente contexto de información asimétrica, evitó regular bancos de inversión y derivados financieros: se pregonaba la autorregulación. Tampoco reguló a las calificadoras de riesgo, con evidentes conflictos de intereses en la calificación de derivados emitidos por los bancos que les pagaban. Resulta que muchos mercados importantes, en particular los financieros, no son eficientes y, al actuar libremente, produjeron una situación global extremadamente ineficiente.



2.2. Las respuestas de política en los Estados Unidos


Los primeros síntomas de una crisis financiera de envergadura comenzaron a notarse con claridad a mediados de 2007 y se convirtieron en pánico bancario tanto en los Estados Unidos como en Europa en septiembre-octubre de 2008. Así, las primeras medidas en los Estados Unidos y en Europa estuvieron relacionadas con otorgamientos excepcionales de liquidez a las empresas bancarias, garantías gubernamentales a los depósitos bancarios para evitar el colapso del sistema bancario, abrumado por los retiros de depósitos y con capitalizaciones de dichas empresas.


En los Estados Unidos, la ayuda inicial a los bancos fue por doscientos cincuenta mil millones de dólares, una parte de los setecientos mil millones del Programa de Alivio de Activos en Problemas (Troubled Asset Relief Program, TARP) que aprobó el Congreso no sin dificultades. Propuesto con urgencia en septiembre de 2008 por el gobierno Bush para comprar los ‘activos tóxicos’ de los bancos e impedir su colapso por falta de liquidez, fue rechazado por la Cámara de Representantes. La mayoría de los republicanos votó en contra, contra su propio gobierno, aduciendo la inconveniencia de la intervención del Estado en los mercados. Ante la cada vez más deteriorada situación, finalmente, el 3 de octubre de 2008, por presión del gobierno y de los demócratas, el Congreso aprobó la iniciativa e incluyó la posibilidad de que parte de los setecientos mil millones se empleara en capitalizar los bancos.


Pero, como reflejo de las dificultades y de las incertidumbres de las autoridades para dar una solución efectiva a la crisis, el 12 de noviembre de 2008 el Secretario del Tesoro anunció que ya no emplearía los recursos aprobados para comprar activos tóxicos y que se usarían para garantizar el flujo de crédito a los consumidores, a fin de reactivar la demanda y, con ello, la recuperación de la industria estadounidense.{4} Nueve de los bancos más importantes de los Estados Unidos recibieron esos recursos a cambio de acciones preferenciales que no daban derecho a intervenir en la gestión.


Si inicialmente la respuesta a la crisis en los Estados Unidos fue tímida y no exenta de dificultades políticas, con la nueva administración del presidente Barack Obama (inaugurada en enero de 2009), se convirtió en masiva, tanto desde el punto de vista fiscal como desde el monetario. Según Alan Blinder de Princeton University y Mark Zandi de Moody’s Analytics, hasta julio de 2010 el monto comprometido en términos fiscales y monetarios fue de 11,9 millones de millones de dólares, los efectivamente provistos fueron 3,5 millones de millones y el costo total fue de 1,6 millones de millones (Blinder y Zandi, 2010, p. 3). Así, evitó que lo que acabó siendo la Gran Recesión de principios del siglo XXI se convirtiera en una segunda gran depresión similar a la de los años treinta del siglo pasado. En palabras de Blinder y Zandi:


La respuesta del gobierno estadounidense a la crisis financiera y a la Gran Recesión consiguiente incluyó algunas de las políticas monetarias y fiscales más agresivas en la historia. La respuesta fue de múltiples facetas y bipartidaria, implicando a la Reserva Federal, al Congreso y a dos administraciones... (Los) efectos sobre el PIB real, el empleo y la inflación son enormes y, probablemente, evitaron lo que podría haberse llamado la Gran Depresión 2.0… Sin la respuesta del gobierno, el PIB en 2010 hubiera sido 11,5 % menor, aproximadamente, el empleo se hubiera reducido en por lo menos 8,5 millones de puestos de trabajo y la nación estaría experimentando una deflación… Cuando estos efectos (se dividieron) sobre dos componentes, uno atribuible al estímulo fiscal y otro a la política sobre los mercados financieros, como el TARP, las pruebas de tensión bancaria y las facilidades cuantitativas de la Reserva Federal, (se) estima que el segundo fue considerablemente más poderoso que el primero. Sin embargo, los efectos del estímulo fiscal aparecen también muy sustanciales: elevaron el PIB real de 2010 en 3,4 puntos porcentuales, redujeron la tasa de desempleo en 1,5 puntos porcentuales añadiendo casi 2,7 millones de puestos de trabajo a las nóminas estadounidenses (Blinder et al., 2010, p. 1).



2.3. Los límites a la política fiscal y la política partidaria en los Estados Unidos


Aunque los estímulos fiscales y monetarios en los Estados Unidos evitaron la segunda gran depresión mundial, fueron insuficientes para recuperar plenamente la economía y el empleo. En 2007, víspera de la crisis, la economía estadounidense creció un 1,9 %; en 2008, decreció un 0,3 %; y, en 2009, un 3,1 %; en 2010, se recuperó un 2,4 %; y, en 2011, un 1,8 % (U.S. Department of Commerce, Bureau of Economic Analysis). De acuerdo con la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), en 2012 crecerá un 2 %; conforme con el Fondo Monetario Internacional (FMI), lo hará un 2,1 %. Por su parte, la tasa de desempleo más elevada se observó en septiembre de 2009, el 10 % de la fuerza laboral, tasa que no se observaba en los Estados Unidos desde septiembre de 1982 hasta junio de 1983. Aunque se redujo a un dígito, se mantiene aún, persistentemente, en una tasa cercana al 8 %; en septiembre de 2012 fue del 7,9 % (U.S. Department of Labor, Bureau of Labor Statistics).


En 2012, no hubo estímulos fiscales. Los republicanos que controlaban la Cámara de Representantes desde 2011, y, por lo tanto, los gastos fiscales, se opusieron a cualquier estímulo fiscal adicional y a aumentar los impuestos a las personas de mayores ingresos, particularmente en sus rentas de capital, para financiarlo parcialmente. Parecían dispuestos a paralizar la economía y así alimentar el desempleo y el descontento social, a fin de evitar la reelección del Presidente.


Aun así, contrariando las encuestas preelectorales que vaticinaban un empate técnico, el 6 de noviembre de 2012, los estadounidenses reeligieron por una amplia mayoría al presidente Obama, quien los había salvado de una segunda gran depresión. Los estadounidenses votaron también una serie de referéndums estaduales cuyos resultados mostraron una tendencia crecientemente progresista.{5} De seguir capturado por su ala más conservadora, el Partido Republicano tiene poco futuro político por cuenta de las tendencias demográficas y culturales: los jóvenes, los más educados, las mujeres y las minorías, estas últimas con la mayor tasa de crecimiento poblacional, votan liberal y demócrata.{6}


En su plataforma electoral, el candidato republicano prometía eliminar la reforma financiera y la de salud universal aprobadas durante el gobierno Obama, y reducir de inmediato el déficit fiscal. Para esto último, prometía disminuir los impuestos a los ricos, aumentar el gasto y la presencia militar estadounidense en el mundo, y reducir el gasto civil eliminando programas como Medicare, Medicaid, y agencias como la Federal de Emergencias, la misma que resultó clave en la atención a la catástrofe en la costa nordeste ocurrida días antes de la elección por cuenta del huracán Sandy.


Dicha plataforma correspondía a la típica propuesta republicana desde los presidentes Reagan hasta Bush hijo. Se supone que con ella se restablecería la confianza de inversionistas y empresarios, es decir, una cuestión mágica que haría que destinaran más recursos a la inversión y, por ello, al empleo. No importaba que nunca hubiera resultado, que su aplicación hubiera generado déficit y endeudamiento públicos mayúsculos en épocas de expansión económica, y que, en últimas, fuera responsable de la Gran Recesión.


Desde el punto de vista ideológico y cultural, las elecciones fueron un debate entre liberales y conservadores, entre tolerancia e intolerancia; desde el punto de vista económico, entre más Estado para salvar a la economía de mercado y menos Estado aunque ponga en trance de colapso a esta, como ocurrió en 20082009. Resulta increíble que, a pesar de toda la evidencia económica acumulada a través de tantos años, en medio de una situación recesiva para la cual todos los manuales de economía recomiendan políticas expansivas, un candidato republicano con su tradicional plataforma económica hubiera disputado la elección en forma reñida según las encuestas.


No obstante la derrota en las presidenciales, los republicanos lograron mantener el control de la Cámara de Representantes (y los demócratas el control del Senado), con lo que podrían continuar impidiendo cualquier estímulo fiscal adicional, salvo alguna concertación entre ejecutivo y legislativo si la sensatez logra superar a la ideología y a los intereses que defiende. Parece difícil: inmediatamente después de la elección los republicanos ofrecieron apoyar un pequeño aumento de impuestos a los ricos a cambio de una reducción en los gastos civiles, cuestión muy complicada para un Presidente que logró su reelección con el apoyo masivo de la gente de menores ingresos que demanda esos gastos sociales.



2.4. Abismo fiscal, acuerdo de último momento y deuda pública


El primer acuerdo poselecciones en los Estados Unidos fue requerido muy rápidamente. De no haberse logrado, a partir de enero de 2013, automáticamente, hubieran entrado en vigencia leyes de previa aprobación que, según la Oficina Presupuestal del Congreso, hubieran implicado respecto al año fiscal anterior un aumento del 19,6 % en la recaudación de impuestos y una reducción estimada del 0,25 % en el gasto público, el llamado ‘abismo fiscal’ estadounidense. Para evitarlo, el 2 de enero de 2013, el reelecto presidente Obama promulgó la Ley de Alivio del Contribuyente Estadounidense de 2012 (American Taxpayer Relief Act of 2012, ATRA).


El abismo fiscal hubiera conducido a una reducción abrupta del déficit fiscal estadounidense (a la mitad, según la misma Oficina). Esa menor demanda hubiera producido un retorno a la recesión de una economía aún en recuperación y, consecuentemente, a mayores tasas de desempleo, estimadas alrededor del 9 % para el segundo semestre de 2013, actualmente es del 7 %. La recesión hubiera implicado también una caída de la demanda de importaciones, en particular de materias primas.


Tales comportamientos, junto a la crisis europea, que probablemente se agravará en 2013 como consecuencia del manejo restrictivo de sus propias dificultades fiscales, hubieran conducido a una mayor desaceleración de la economía china y de las otras economías asiáticas, que, a su vez, hubieran agudizado la reducción de la demanda mundial de exportaciones, en particular de materias primas, y, de tal modo, hubieran producido menores ingresos al resto de los países de menor desarrollo, que, así mismo, hubieran experimentado recesiones internas o, al menos, desaceleraciones económicas importantes.


Mejor dicho, de producirse, el famoso abismo fiscal estadounidense era más bien un abismo económico a escala mundial, de reacciones y reducciones económicas sucesivas encadenadas globalmente, gajes de la globalización. Sin posibilidad cierta de ser atajada en el origen, como sí ocurrió en 2008 cuando se convirtió en la Gran Recesión, esta vez podría conducir a la segunda gran depresión mundial. Por eso, el llamado abismo fiscal producía preocupación en el gobierno estadounidense y en no pocos analistas económicos, y urgencia por encontrarle alguna solución antes de que acabara el año 2012.


La ATRA estadounidense fue el resultado de difíciles negociaciones entre demócratas y republicanos que expresaban sus profundas diferencias ideológicas y una marcada división en el interior de los republicanos, entre moderados y fundamentalistas de extrema derecha. Lo que los líderes de ambos partidos buscaban era evitar la reducción abrupta del déficit fiscal, el abismo fiscal. Los extremistas de derecha, consecuentes con su ideología de gobierno limitado, hubieran preferido, incluso, una reducción más abrupta del déficit con una disminución mayor de impuestos y aún más del gasto, eliminado todo tipo de gasto social.


Las partes transaron básicamente por el lado de los impuestos. El acuerdo final significó el aumento respecto a las tasas vigentes en 2012 del impuesto a los ingresos superiores a los cuatrocientos mil dólares anuales en el caso de individuos y de cuatrocientos cincuenta mil dólares para las parejas con declaración conjunta. Como bien notaron varios analistas, fue la primera vez desde 1993 que las tasas del impuesto a los ingresos se incrementaron en los Estados Unidos.


A cambio de dichos aumentos, los republicanos exigieron una mayor reducción del gasto público, pero las decisiones al respecto fueron postergadas por dos meses, hasta cuando se diera la discusión sobre el límite de la deuda pública. En esa oportunidad, seguramente, intentarían presionar por la disminución del gasto social. Los demócratas, a su vez, intentarían una mayor reducción del gasto militar.


Para justificar su posición sobre la deuda pública estadounidense, los republicanos argumentan, curiosamente, que esta habría llegado a niveles insostenibles, superiores al 100 % del producto interno bruto (PIB). Olvidan que es una deuda en su propia moneda, en gran medida con los mismos estadounidenses, y que, al final de la Segunda Guerra Mundial, en el año fiscal de 1946 (octubre 1946-septiembre 1947), la deuda del gobierno federal, con la que financió el esfuerzo de guerra y acabó la Gran Depresión luego de quince años, era equivalente al 121,96 % del PIB; en 1941, había sido del 45,41 %. Durante los siguientes treinta y cinco años, en su mayoría de gobiernos demócratas, la deuda se redujo sistemáticamente y, al final del gobierno del presidente Jimmy Carter, en el año fiscal de 1980, era equivalente al 32,6 % del PIB.


Olvidan también que fueron los siguientes gobiernos republicanos los responsables de aumentar nuevamente la deuda pública. En 1988, al final del gobierno Reagan, equivalía al 51 % del PIB y, al final del gobierno Bush padre, en 1992, era equivalente al 62,1 %; la reducción de impuestos a los ricos y el incremento del gasto militar fueron los principales responsables. Fue el presidente Bill Clinton, demócrata, quien, al final de su mandato en 2000, la redujo al 56,56 %, y el presidente Bush hijo la elevó nuevamente hasta el 69,5 % en 2008. La Gran Recesión y los esfuerzos fiscales por contrarrestarla hicieron que durante el gobierno Obama aumentara al 85,2 % en 2009, llegando al 105,32 % en 2012.{7}


Si las negociaciones sobre el techo de la deuda pública fracasan, el tema del abismo fiscal podría surgir nuevamente y el gobierno Obama podría no lograr mayores estímulos fiscales. De tal modo, la recuperación de la economía estadounidense tendrá que seguir descansando en los estímulos monetarios, como ha venido ocurriendo desde que los republicanos tomaron control de la Cámara de Representantes en noviembre de 2010, hasta que la pierdan, probablemente en las elecciones de 2014.



2.5. La política monetaria como único mecanismo expansivo


Sin instrumentos fiscales, quien está tratando de recuperar la economía estadounidense con una política monetaria sumamente expansiva es el Banco Central de los Estados Unidos, la Reserva Federal (FED). Ciertamente no es lo ideal y augura una recuperación muy lenta. La expansión fiscal en forma de más empleos públicos e inversiones en infraestructura, que también generan empleo, le llega a las personas de menores ingresos, quienes son las que más los necesitan. La expansión monetaria que no financia una expansión fiscal le llega a los propietarios de títulos financieros que quieran venderlos; los recursos correspondientes se redistribuyen en la economía si los emplean para aumentar el consumo o desarrollar alguna inversión productiva.


Con la expansión monetaria, la FED no ha hecho nada más que cumplir la misión que la ley le otorga: “Conducir la política monetaria nacional a través de influenciar las condiciones monetarias y crediticias en la economía con el propósito de lograr máximo empleo, precios estables y tasas de interés moderadas en el largo plazo”, en ese orden.{8}  Para el efecto, no solo ha mantenido su tasa de referencia casi en 0 % desde diciembre de 2008; ha anunciado que la mantendrá en ese nivel hasta 2015. Así mismo, ha desarrollado, con la oposición beligerante de los republicanos, dos rondas de las llamadas flexibilizaciones cuantitativas (quantitative easing) en montos y tiempos limitados, es decir, compras de títulos respaldados por hipotecas y títulos del Tesoro, y una operación de sustitución de títulos con madurez de corto plazo por títulos de largo plazo.{9}


El 13 de septiembre de 2012, la FED anunció su tercera flexibilización por 40 mil millones de dólares mensuales “hasta que mejore sustancialmente la situación de desempleo”. Según la FED, sin expansiones monetarias adicionales, el crecimiento económico no sería lo suficientemente fuerte para generar una mejora sustancial en las condiciones del empleo. En su justificación, consideró adicionalmente que las dificultades en los mercados financieros mundiales continúan representando riesgos negativos a las proyecciones económicas y que la inflación en el mediano plazo estaría alrededor del objetivo del 2 % anual.{10}


Sin embargo, esas expansiones resultan relativamente pequeñas con relación al monto de las transacciones realizadas en la economía estadounidense. Así, mientras que en 2009 el PIB, que además no representa el total de las transacciones efectuadas en la economía, sino la parte correspondiente al valor añadido en el proceso productivo por pago a los factores de producción, era de 13,86 millones de millones de dólares,{11}  el total de la primera flexibilización cuantitativa entre noviembre de 2008 y mayo de 2010 fue de 1,75 millones de millones, es decir, el 12,6 % del primero.

OEBPS/images/cover.jpg
Freddy Cante y Beatriz Franco Cuervo
~Editores académicos-

CEPI






OEBPS/images/img4.png






OEBPS/images/img3.png
RENOVADAS FORMAS
DE HACER OPOSICION

FREDDY CANTE Y BEATRIZ FRANCO CUERVO

—EDITORES ACADEMICOS—





OEBPS/images/img6.png
‘Ampliaién de los epertorios | Fomentar la oposicion legal (patidos pliticos, parlament, actvismo
y modalidades de oposicion | de as cortes,acciones de ttela).
Fomentar l oposicdn socil (accién colectiva, movimientos sociles),
inclusoen los imbitos semilegals o lgale (objecién de consciencia,
desobediencia civi)y con epertorios de accdn politca no violena,
ya fuerzadel arteylos simbolos.
‘Desnudaral emperador: busca transparencia y publicidad para acabar con
s peligrosos poderes sctetos  las negociaciones ocultas.
Fomentar una oposicin con | Formar  lideesy cudadanos capaces e hacer oposicén lealy honesta,
respetoalaéiayalasreglas |y o agquelladel oportunismo, el juego suco y el engafo.
del jucgo constiucionl Offecergarantias consitucionals y seguridad  los partidos, expresiones
y movimientos de oposicidn.
Los opositores como potencials | Deberiamos generar movimicntos y opciones de oposicién ms madur:
gobemantes pasar dela actitud meramente reactiva y contestataria 2 a capacidad de
crear propuestas . en especal, de levarlas a cabo. La oposicion deberia
aprendera gobemar.
‘Oposicion  todo pretendido | Es de humanos errar Las socidades evolucionan por procesos de ensayo
‘monopolio dela verdad y erto. La democraciaes para que los gobernados cuestionena sus

dirgentes (millares,relgiosos,inelectuales, tenderatas, rc) ¢ incluso,
puedan derrocarlos cuando estosinsisten en imponer monopolios dela
verdad.







OEBPS/images/img5.png
“Tabla 1.1. Modalidades de una renovada oposicion politica.

Ampliacén y profundiracién | Democratizacion de lasociedad: promover una sociedad mucho mis
dela democracia pluralisay bastante menos autoritaria.

Propicia el avance e democraciasdelegativas(ultapresidencialsmo y
autoritarismo) hacia democracas represenativas.

 Avanzar en la divsion de poderes y en el istema de control horizontal que:
axige una democracia.

Formar opinién piblica  cultura politica para mejorar el contrl vertical
sobre goberantes.

 Avanzar en la democracia econémica: supriir lainiquidad, educir la
inequidad.

(Continiia)





OEBPS/images/img7.png
Figura 2.1, ‘Federal funds effctive rate’

Fucate: Fderal Reseve Sysn.













OEBPS/images/img2.png
RENOVADAS FORMAS
DE HACER OPOSICION





OEBPS/images/img1.png





